
CASO “TOMA DE LA USAC” 

PROFUNDIZA JUDICIALIZACIÓN DEL 

PROCESO ELECTORAL 

Y LA CRIMINALIZACIÓN CONTRA 

PERSONAS OPOSITORAS

COMUNICADO

Organizaciones internacionales expresamos nuestro 
profundo rechazo a las recientes acciones de criminalización 
del Ministerio Público de Guatemala contra la oposición 
política,  académicos, periodistas y personas defensoras de 
derechos humanos, en el llamado caso “Toma de la USAC: 
botín político”.

Este nuevo abuso de poder por parte del Ministerio Público 
se da en un contexto de persistente judicialización del 
proceso electoral, cuyo objetivo final es impedir que el 
presidente electo Bernardo Arévalo, la vicepresidenta electa 
Karin Herrera, y diputados electos tomen efectiva posesión 
de sus cargos el 14 de enero de 2024. La interferencia del 
Ministerio Público atenta una vez más contra el Estado de 
derecho y la democracia en Guatemala, aplicando 
indebidamente el derecho penal a acciones legítimas de 
defensa de la autonomía universitaria.

El 16 de noviembre se registraron allanamientos y órdenes 
de captura contra 27 personas vinculadas a los movimientos 
sociales, estudiantiles, la sociedad civil y al partido político 
Movimiento Semilla en un caso relacionado con la 
resistencia pacífica en la Universidad de San Carlos de 
Guatemala (USAC), ante las anomalías que se dieron en el 
año 2022 en el proceso de elección de las autoridades 
universitarias. Todas estas personas hoy están siendo 
criminalizadas por su rol de denuncia de la corrupción en 
dicho proceso de elección y por ejercer pacíficamente la 
defensa de sus derechos de expresión, asociación y 
manifestación.

Entre las personas con órdenes de captura se encuentran el 
ex procurador de los derechos humanos Jordán Rodas 
Andrade, defensores de derechos humanos como Ramón 
Cadena y Helmer Velásquez, académicos de la USAC como 
Hada Alvarado y Eduardo Velásquez, líderes estudiantiles y 
periodistas. Al momento han sido aprehendidas 5 personas: 
la excandidata a diputada por Semilla Marcela Blanco, 
Rodolfo Chang Shuma, Eduardo Antonio Velásquez Carrera, 
Javier De León y Alfredo Enrique Beber.

El Ministerio Público informó que en las próximas horas 
presentarán solicitudes de antejuicio contra el binomio 

electo de Arévalo y Herrera, contra los diputados electos por 
el partido Movimiento Semilla Samuel Pérez, Román 
Castellanos, Raúl Barrera y contra los diputados Aldo Dávila, 
Adán Pérez y Carlos Taracena; lo anterior por haber estado 
en las instalaciones de la USAC haciendo manifestaciones 
en conferencia de prensa. 

El Ministerio Público profundiza así su estrategia de 
criminalización enfocada hace años contra operadores de 
justicia, periodistas, y otras personas defensoras de 
derechos humanos. La actuación abusiva del Ministerio 
Público ha sido reconocida a nivel internacional en más de 
cinco ocasiones por el Consejo Permanente de la 
Organización de Estados Americanos (OEA). El Consejo 
Permanente de la OEA aprobó una resolución el 15 de 
noviembre de 2023 expresando su grave preocupación 
respecto a la excesiva judicialización del proceso electoral e 
intimidación contra miembros del partido Movimiento 
Semilla y sus familias y resolvió “denunciar los intentos del 
Ministerio Público de desacreditar e impedir una transición 
pacífica del poder, que atentan contra el proceso 
democrático y los compromisos de Guatemala en virtud de 
la Carta Democrática Interamericana”.

Por su parte, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) ha hecho llamados al Estado de Guatemala 
“a respetar el resultado de las elecciones generales y a cesar 
las acciones del Ministerio Público (MP) que ponen en riesgo 
el orden constitucional y la independencia de los poderes 
públicos”. En este sentido, hacemos un llamado a la CIDH a 
valorar de forma urgente las medidas cautelares solicitadas 
en el marco del proceso pacífico de defensa de la autonomía 
de la USAC (MC-638-23) para evitar daños irreparables a 
estas personas.

Guatemala vive momentos críticos donde se requiere de 
mayor veeduría internacional y pronunciamientos expresos 
hacia las autoridades de que Guatemala no será aceptada 
dentro del concierto de naciones si continúa en una lógica 
autoritaria manipulando las leyes para burlar los resultados 
de las elecciones.


